Carátula 
(Ingresan a Sala los señores representantes de COVIPRO) 


SEÑOR PRESIDENTE- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado tiene el agrado de recibir a una delegación 
de la Cooperativa de Viviendas de Propietarios (COVIPRO), a quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR REQUEL.- Representamos al Plenario de Cooperativas de Viviendas de Propietarios y conjuntos habitacionales. 


Agradecemos a la Comisión por recibirnos para exponer sobre un tema que nos preocupa bastante y que está a consideración del 
Parlamento en este momento, como es el proyecto de ley de Fortalecimiento del Banco Hipotecario del Uruguay que remitió el 
Poder Ejecutivo. 


En realidad, queremos hacer referencia a varios aspectos de lo que creemos van a ser las consecuencias del mencionado proyecto 
de ley. Me gustaría comenzar precisando cuatro o cinco puntos, que considero centrales, en momentos en que se está aprobando 
esa norma. 


Esa iniciativa se aprueba en momentos en que los uruguayos estamos con un 20% de desocupación, según los informes oficiales, 
por supuesto que sin mencionar a los miles de uruguayos que han emigrado. Asimismo, se registra un descenso del salario real a 
los valores de 1987 y una situación de crecimiento sostenido de los asentamientos de doscientos a quinientos en el último lustro. 


A esto debe agregarse que, según algunas estadísticas, 200.000 uruguayos que en su momento pertenecieron a la llamada clase 
media, en los próximos tiempos pasarán a engrosar, precisamente, ese cinturón de asentamientos. 


Entonces, se aprueba este proyecto de ley de fortalecimiento del Banco Hipotecario —en nuestra opinión mal llamado de 
fortalecimiento- cuando actualmente existe un déficit de 120.000 viviendas para ser construidas. Se aprueba este proyecto de ley, 
además, en un año récord en cuanto al dinero que fue enviado al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, por cuanto no llegará a la cifra de U$S 50:000.000; esto adquiere relevancia, sobre todo, si comparamos esa cifra con 
los U$S 123:000.000 del año 1999. 


Cabe agregar que 100.000 ahorristas pertenecientes al Banco Hipotecario del Uruguay aún están esperando tener una vivienda y 
no pueden acceder a ella si no es a través de esta Institución. 


En nuestra opinión, la aprobación de este proyecto de ley va a traer más desocupación. Precisamente, en la industria de la 
construcción se siente el peligro de la pérdida de 12.000 puestos de trabajo, que se agregarían a los 40.000 que ya se han perdido. 
Otra de las consecuencias sería la de que habría más gente desplazada a ese cinturón de asentamientos. Pensamos que todo esto 
parte de lo que ningún Legislador todavía ha podido aclarar, es decir, cuáles van a ser los términos de la securitización. A este 
respecto pensamos que tal cual viene el proyecto de ley, no aporta ningún tipo de garantías a la securitización de carteras que tiene 
que hacer el Banco, por cuanto este texto lo obliga —porque no le da otra posibilidad- a vender sus créditos y sus flujos de caja. 


Todo esto nos hace pensar que es probable que en los próximos tiempos se produzca un desplazamiento enorme de gente a esos 
cinturones llamados asentamientos. 


Por otro lado, quiero ser muy sintético en cuanto a la discrepancia con este proyecto de ley, el cual me consta que todavía no ha 
llegado a los señores Senadores aunque, seguramente, conocen su contenido y las modificaciones que se le están haciendo en la 
Cámara de Representantes. Destaco que para nosotros, más que un proyecto de ley de fortalecimiento del Banco Hipotecario, se 
trata de una forma de capitalización y de liquidación de esta Institución. Discrepamos con la modificación del artículo 18 de su Carta 
Orgánica, por la que se condena a que el Banco Hipotecario del Uruguay ya no construya más y pase a ser un organismo 
financiador de la vivienda. Pero, además, condena al sistema cooperativo, que ha demostrado históricamente tener capacidad de 
pago, a no recibir más préstamos. A este respecto me gustaría dejar constancia en esta Comisión de un dato sobre el cual los 
señores Senadores pueden solicitar información al Banco para confirmar. 


Nuestra organización nuclea medio centenar de cooperativas de propietarios. Cuando el Banco Hipotecario del Uruguay nos trató 
como deudores individuales, hubo un 80% de morosidad; por el contrario, cuando aceptó considerarnos como cooperativas, 
autorizando administrativamente el pago de la mitad de la cuota, logramos revertir esa morosidad a un porcentaje mínimo del 12%, 
elevando así la recaudación en un 45%. El Banco Hipotecario pretendía cobrar el 100%, pero a partir del momento en que nos 
autorizó a pagar el 50% del valor, elevamos su recaudación en un 45%. Esto quiere decir que la gente, cuando puede, paga y no se 
niega a ello. 


Por lo tanto, creemos que esta iniciativa condena a un sistema que históricamente ha tenido un grado de morosidad muy bajo, y 
pensamos que su aprobación representa un error desde el punto de vista político. 


Como dije antes, nos preocupa muchísimo el tema de la securitización, que pasa a ser obligatoria. Hemos preguntado por qué, en 
lugar de securitizar su cartera, el Banco no aplica el mismo criterio que utilizó en su momento en torno a la cuota fácil, por el cual se 
vendía la cartera al propio deudor o cliente. Digo esto, sobre todo, porque venimos de una experiencia vivida en los últimos cuatro 
meses en la que el Banco recaudó U$S 19:000.000 por ese concepto. Pensamos que sería una buena solución, inclusive, para 
retomar esos millones que se encuentran guardados en los colchones, como se dice habitualmente. 


Por cierto, nos preocupa que en un momento de descenso del salario y con los problemas económicos que hoy tiene la población, 
se obligue a descontar las cuotas de los sueldos y de las jubilaciones. 


También nos produce una gran inquietud el tema de la no caducidad de las hipotecas, lo cual atenta contra todos los derechos 
adquiridos. A partir de ahora se modifica el plazo máximo legal de 45 años, que no caduca. En nuestra opinión, esa es una bondad 
para la securitización, pero puede traer problemas enormes por cuanto el Banco se puede ver enfrentado a muchos juicios. 


Cabe destacar que de aprobarse este proyecto de ley, el Banco quedaría condenado a dos cosas: por un lado, esta normativa le 
quita todas las funciones propias de un banco y, por otro, estaría obligado a vender su cartera, su flujo de caja y a recaudar a través 
del ahorro previo. Sin embargo, pregunto a los señores Legisladores qué ahorro previo habrá de aquí en adelante en el Banco 
Hipotecario, sobre todo cuando no va a construir más. ¿Quién va a ahorrar en el Banco Hipotecario? Sabemos que el Directorio 
manejó una cifra, a mi entender bastante optimista, en el sentido de que en el 2003 contaría con U$S 1:800.000; habrá que ver si 
se confirma, pero reitero que en mi opinión me parece demasiado optimista. 


Hoy venimos a hablar con los señores Senadores porque, en definitiva, creemos —y queremos puntualizarlo- en lo que tanto se ha 
dicho desde el sistema político acerca del valor que tiene la democracia. Por cierto, no pretendo discutirlo. Es más, por mi edad 
puedo decir que crecí en la dictadura militar y sé perfectamente el valor que tiene la posibilidad de expresarnos libremente; 
reconozco el valor de las instituciones y el del derecho a discrepar. No obstante, quiero decir que el concepto de democracia 
también debería profundizarse en cuanto al papel que juegan los movimientos sociales y las diferentes organizaciones 
empresariales y gremiales. Digo esto porque absolutamente todos —aclaro que fue muy heterogéneo el grupo que participó en la 
consideración de este proyecto de ley- los sectores que intervinieron en la Comisión de Vivienda de la Cámara de Representantes 
plantearon objeciones a esta iniciativa; sin embargo, ayer el Pleno de esa Comisión lo votó integramente sin incorporarle ninguna 
modificación. 


Pensamos que las organizaciones sociales tienen derecho -y le hace bien al sistema democrático- a plantear sus discrepancias y 
que sus reclamos sean atendidos. En nuestra opinión, nos parece que el sistema político, al no escucharnos, ha tenido una actitud 
bastante vanidosa. 


En consecuencia, solicitaría a los señores Senadores que hoy se encuentran en esta Comisión del Senado que no cometan el 
mismo error que la Cámara de Representantes y que consideren las diferentes propuestas de las agremiaciones, que son muchas, 
ya que con todas ellas se podrían armar cinco proyectos de ley. 


Quiero agregar que otro punto que nos preocupa es que no se considere en esta iniciativa la gestión y la política del Banco 
Hipotecario. También nos preocupa que no se tenga en cuenta la idoneidad que deben tener sus representantes y quienes aplican 
las políticas de vivienda. A este respecto, queremos dejar constancia de cuatro o cinco ejemplos conocidos por los señores 
Senadores. No discutimos la gestión y construcción de los núcleos básicos evolutivos, que cuestan U$S 8.000 y, sin embargo, al 
Banco le cuestan U$S 20.000; tampoco discutimos el hecho de que las viviendas de los jubilados tienen un costo de U$S 43.000 
cada una cuando está comprobado que con ese mismo dinero, a través del sistema de ayuda mutua, se podrían construir dos 
casas de 70 metros cuadrados —precisamente, el metro cuadrado de construcción ronda los U$S 400-; tampoco discutimos el 
hecho al que se refirió en el día de ayer la representante Barreiro en una exposición muy buena relacionada con un personaje muy 
conocido, que se llama Julián Pereira, que se ha encargado de desfalcos sistemáticos al Banco Hipotecario y de la estafa, no sólo 
a la Institución, sino a quienes padecemos las consecuencias de las construcciones que hizo. Por cierto, tampoco estamos 
discutiendo la entrega de departamentos por cuota política; no discutimos los contratos de obra que se firmaron en el Banco 
Hipotecario hace pocos meses, uno de los cuales tenía la finalidad de asistir al sistema cooperativo. Me pregunto a quién van a 
asistir si no va a existir más el sistema cooperativo; sin embargo, se firmó un contrato muy oneroso. 


Estas son, pues, las cosas que nos gustaría discutir en un proyecto de futuro Banco Hipotecario del Uruguay. Digo más: el 24 de 
julio diferentes agremiaciones propusimos al Parlamento generar una instancia de discusión para reformular este Banco 
Hipotecario del Uruguay. Aclaro que no lo estamos apoyando, porque conocemos los horrores que cometió desde el punto de vista 
de la gestión y de sus políticas, pero creemos que no se puede cortar la cabeza al instrumento Banco Hipotecario del Uruguay, que 
sigue siendo válido, porque también lo sigue siendo la Ley N* 13.728, o sea, nuestra actual Ley de Vivienda. 


Entonces, nos preguntamos si el Banco Hipotecario del Uruguay estaría en estas condiciones si los recursos que se vierten al 
Fondo Nacional de Viviendas se le hubieran destinado. ¿Alguien podría asegurarlo? Lo cierto es que hace mucho tiempo que no se 
le entregan, como tampoco se le ha cuidado desde el punto de vista de la gestión y de la administración. 


Nos preguntamos lo siguiente: si hubieran existido políticas inteligentes en la recuperación de carteras, ¿hoy el Banco Hipotecario 
del Uruguay podría decir que tiene un 70% de morosidad? El compañero que nos acompaña tiene en su poder un estudio a este 
respecto, que nos gustaría compartir con los señores Senadores. Han existido políticas de recupero de carteras erróneas que han 
llevado a esa morosidad del 70% o más, porque este dato pertenece a noventa días atrás y habría que ver cuál es la situación hoy. 


Se dice que la Ley N* 17.062 envejeció y lo cierto es que este país no es el mismo a partir del 6 de agosto, pero quienes sufren las 
consecuencias son los mismos que fueron contemplados en ella, que son los deudores. A este Banco lo han sostenido los 
deudores, que son su materia prima. 


En consecuencia, vamos a dejar en poder de la Comisión —y nos gustaría que se anexara a la versión taquigráfica- un proyecto de 
ley que proviene de un Legislador de este Senado, que desde hace un año estamos discutiendo, que respaldamos y que creemos, 
además, que es un buen momento para enfrentar dos filosofías contrapuestas en cuanto a lo que significaría fortalecer al Banco 
Hipotecario del Uruguay. A esta institución no sólo hay que capitalizarla, sino que también hay que discutir en profundidad lo que 
han sido sus gestiones y sus políticas. Hoy está en manos de este sistema político, y fundamentalmente de esta Cámara de 
Senadores en los próximos días, que todos los uruguayos sigamos teniendo un Banco Hipotecario -como ha venido sucediendo 
desde hace noventa años- con una vocación social que, si bien ha perdido en los últimos tiempos, constituye el único instrumento 
para recuperarlo. Dependerá de todos ustedes, pues, que las futuras generaciones, nuestros hijos, puedan tener acceso a la 
vivienda a través del Estado, como ha sucedido con ustedes e inclusive con algunos de nosotros. 


Como decíamos, dejamos en manos del señor Presidente este proyecto de ley al que hemos adjuntado una carta en la que se deja 
sentado todo lo que hemos expresado. Creo, repito, que esta iniciativa tiene la bondad fundamental de acercarse al Banco 
Hipotecario del Uruguay que queremos, de haber participado en su elaboración muchísimos de los protagonistas reales del Banco, 
es decir, sus deudores, y de tener tres elementos sustanciales: no le quita ninguna potestad a la institución, pero la regula y corrige 
todos los errores que ha cometido, establece un tema sustancial para nosotros como lo es la retasación de las viviendas y, además, 
ante el envejecimiento de la Ley N* 17.062, una política de franjas mucho más real y ajustada a los ingresos de los núcleos 
familiares, que es lo que se votó ayer. 


SEÑOR LOPEZ.- Quiero dejar constancia en esta Comisión de algunos antecedentes que creo sería bueno tener en cuenta a la 
hora de tratar un proyecto de ley al que nos oponemos en todos sus términos, porque entendemos que el Banco Hipotecario del 
Uruguay tiene mecanismos para seguir estando en manos del Estado y que promocione la vivienda para los uruguayos, y también 
el trabajo. Creemos que si los recursos del Fondo Nacional de Viviendas se volcaran íntegramente, el Banco tendría solvencia para 
su funcionamiento. 


Muchas organizaciones sociales, y también algún Legislador en particular, han planteado en Comisión todo lo referido al alto valor 
de las cuotas, la morosidad y una serie de aspectos que se han manejado en diferentes debates. Tenemos un informe que si bien 
es breve, da a conocer la situación en que el Banco se maneja y las contradicciones que hay en torno a su gestión. En él consta 
información de algunos complejos como Euskal Erría, CH 67 y otros conjuntos habitacionales, porque el deudor individual no ha 
tenido voz en esto a pesar de que las distintas organizaciones de vivienda se han movilizado. No obstante ello, no se ha movido ni 
una coma ni un punto en el proyecto de ley que se está tratando en la Cámara de Representantes con relación a las objeciones 
que las mismas han planteado. La frutilla de la torta es, pues, el deudor individual, que tiene una situación muy extraña dentro del 
Banco Hipotecario del Uruguay, y a la que me voy a referir a continuación. 


Tengo en mi poder un informe de un CH que refiere a una retasación de dos unidades por parte del Banco Hipotecario del Uruguay 
para salir a venderlas al público, generando un antecedente en cuanto a la modificación de los valores de las cuotas y 
profundizando, así, los graves problemas que ya tenía ese complejo. Lo concreto es que por dos unidades de cuatro dormitorios 
con dos baños cada una, con un precio que arranca en las 5.368 Unidades Reajustables, el Banco tasa la primera en 3.983 
Unidades Reajustables y la otra en 3.764 Unidades Reajustables. Esto es un reconocimiento tácito de los vicios de construcción 
que existían en una de las unidades, porque si bien en principio valían lo mismo, en la retasación se modifica el precio. Estas 
unidades son puestas en venta con un plazo de 25 años y la cuota de una de ellas será de $ 4.196 y la otra de $ 3.960. Si tenemos 
en cuenta que la Unidad Reajustable vale en números redondos $ 210, cada una de estas unidades —hay cuatro por cada torre- 
que originalmente costaban 5.368 Unidades Reajustables, podría alcanzar una cifra cercana a U$S 40.300. Eso sí, esto sin hablar 
de colgamentos, refinanciaciones, intereses, etcétera. 


Ahora bien; de acuerdo con la tasación que el Banco hizo para esta nueva recolocación de estas dos unidades, una estaría 
valiendo U$S 29.800 y la otra U$S 28.300, con un plazo, repito, de 25 años. En conclusión, nos encontramos con un conjunto 
habitacional que tiene una morosidad del 70% por el alto valor de las cuotas, puesto que en una torre de cuatro unidades de cuatro 
dormitorios y dos baños, hay dos que pagan $ 5.600 mensuales de cuota, mientras que de las dos unidades que el Banco puso en 
venta, una paga $ 4.196 y la otra $ 3.960. Sin embargo, en el mismo complejo habitacional nos encontramos con un apartamento 
de tres dormitorios y un baño que paga una cuota de $ 4.678, por lo que en 27 años se estaría pagando U$S 52.200 más 
aproximadamente U$S 2.000 de seña, sin contar colgamentos, refinanciaciones, intereses, etcétera, todo lo cual llevaría esta cifra 
a unos U$S 60.000. 


Creemos que la retasación ha llevado a esta contradicción de tener un apartamento de tres dormitorios con un baño que pague 
más que otro en el mismo lugar pero con cuatro dormitorios y dos baños. Esto sienta un precedente de injusticia en un conjunto 
habitacional que está viviendo los mismos problemas de todos los uruguayos, de pérdida del salario real, de caída del poder 
adquisitivo, en donde se está refinanciando sobre refinanciaciones y en el que la mayor parte de la gente se está acogiendo al 
famoso pago del 50% de la cuota. 


Entonces, si manejamos estos números, estableceríamos que de acuerdo a la tasación el valor que hoy el Banco le fija por un año 
a la gente que paga media cuota, es el que tendrían esas unidades hoy. De esta manera, estaríamos generando una pauta de 
igualdad. Partimos de la base —y queremos insistir en este punto- de que el Banco tiene una mala gestión y, en ese sentido, no 
vemos en la ley nada que atienda ese problema, lo que nos parece grave ante el desarrollo y profundización que se ha hecho de 
esta iniciativa que lo que va a hacer, en definitiva, es lograr la caída del Banco Hipotecario y, por ende, la pérdida de una 
herramienta sustancial del Estado en la promoción de la vivienda y del trabajo de los uruguayos. 


SEÑOR REQUEL.- El gran problema que estamos planteando es que existen 115.000 deudores en el Banco Hipotecario y gran 
parte de ese universo está compuesto por deudores individuales y no por las cooperativas. Precisamente, ese deudor individual es 
el que se ve más afectado por esta ley y no tiene participación en su proceso de aprobación. 


Partimos de la base de que el 70% de los deudores del Banco —según datos del propio organismo- es moroso, y están incluidos en 
ese porcentaje aquellos que pagan el 50% de la cuota. Pero sabemos que si hiciéramos una retasación, estaríamos logrando que 
ese 50%, que se paga como entrega a cuenta, sea el valor real de la cuota y, por consiguiente, eliminaríamos buena parte de la 
morosidad del Banco. Aclaramos que en ningún momento nos hemos adherido a la política del no pago de la cuota 
correspondiente; decimos que tenemos que pagar, pero también queremos saber qué es lo que tenemos que pagar. Lo que 
siempre nos ha sucedido con el Banco Hipotecario es que no sabemos el valor real de nuestra vivienda. Esto es tan así que, 
cuando la consultora KPMG hizo una auditoría al Banco Hipotecario, demostró que ni el propio organismo conocía su patrimonio 
real. ¿Qué lograríamos con la retasación de la vivienda? Queremos poner mucho énfasis en este punto porque, como señaló mi 
compañero, nos preocupa profundamente que esta ley no contemple en ningún aspecto al deudor que es gran convidado de piedra 
en este asunto. Se estaría logrando, en primer lugar, aclarar cuál es el patrimonio real del Banco -actualmente, reitero, tenemos la 
sensación de que ese dato está muy inflado- y, en segundo término, conseguiríamos algo también fundamental, que es saber 
cuánto tenemos que pagar. Hay un dato que seguramente es conocido por los señores Senadores —nosotros no disponemos de 
valores concretos- y que revela la situación de miles de viviendas que hoy están vacías y que pertenecen al Banco Hipotecario del 
Uruguay. Esto sucede porque la gente se resignó —ni siquiera fue echada por el Banco- y entregó la vivienda porque no puede 
pagar la cuota. El organismo no ha dado, siquiera, la opción de "leasing" por la cual se cobra a la gente lo que puede pagar y en el 
futuro se le brinda la opción de compra. De esta manera, por lo menos, el ahorrista conserva la vivienda y no se da esta situación 
de miles de unidades desocupadas y gente que tiene que ir a vivir a los asentamientos porque no puede pagar la cuota. 


En definitiva, nos parece fundamental que el tema se ponga en discusión y, en ese sentido, sabemos que algunos señores 
Legisladores manejaron diferentes iniciativas que tenían en cuenta los deudores, que sería bueno que se reconsideren. De otro 
modo, estamos quedando a la intemperie. No podemos argumentar que esos proyectos se presentaron hace un año porque, 
precisamente, si hace un año eran imprescindibles, hoy se necesitan por una emergencia. Con la aprobación de este proyecto de 
ley, de otro modo, dejaremos a 100.000 uruguayos a "la buena de Dios" y en la calle. 


En consecuencia, estamos solicitando al Cuerpo legislativo que trate el tema con la sensibilidad que requiere y que la situación se 
reglamente para que esto no se convierta en una masacre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia y la información que nos han brindado, la que seguramente será 
tenida en cuenta en la discusión del proyecto de ley. 


(Se retira de Sala la delegación de COVIPRO) 
- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 15 minutos) 


ANEXO 


NOTA Y ANTEPROYECTO 


DE NUEVO REGIMEN DE TASACION DE INMUEBLES, 


FUNCIONAMIENTO Y GESTION 
PARA EL BANCO HIPOTECARIO DEL URUGUAY 


Montevideo, Miércoles 13 de Noviembre de 2002. 


Presidente de la 
Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial 
de la Cámara de Senadores 


Sr. José Jorge de Boismenú 


Presente 


De nuestra mayor consideración: 


Los abajo firmantes, en representación del Plenario de Cooperativas de Viviendas de Propietarios y Conjuntos Habitacionales 
(COVIPRO- CH) queremos manifestar nuestra honda preocupación por los lineamientos establecidos en el proyecto de ley de 
Fortalecimiento del Banco Hipotecario del Uruguay. Creemos que el mismo no solo significa un retroceso significativo con respecto 
a la Ley de Vivienda vigente sino, también, la liquidación de su principal instrumento. 


En este sentido queremos dejar sentada nuestra posición acerca de aquellos artículos y literales que, de ser aprobados, nos 
involucraría directamente a todos quienes conformamos esta organización, ya sea desde el punto de vista de deudores 
hipotecarios así como partícipes en un proyecto de país. 


En lo referido al Artículo 1, literal A, nos parece que condena al sistema cooperativo (sistema que ha cumplido históricamente sus 
obligaciones con el BHU) a desaparecer o, al menos, a debilitarlo, puesto que de ahora en más se darán préstamo sólo a personas 
físicas. Creemos que es un grosero error en lo estratégico para una política de vivienda social en el país. Por otra parte, el literal E 
únicamente tiene sentido de acuerdo a lo que plantea la ley en los artículos 2 y 3, teniendo en cuenta que la disposición ya existía 
en la Carta Orgánica de la institución y que ahora de aplicarse obedece a un 'blanqueo" para hacer posible la securitización de las 
carteras. 


El artículo 2 le da muy pocos instrumentos al BHU de recaudación. Le quita la posibilidad de captar depósitos y en el literal A 
establece la obligación casi de vender o ceder los créditos hipotecarios o flujos de caja. Si relacionamos esto con el artículo anterior 
podemos concluir que de aquí en más cambian las reglas de juego para todos quienes confiaron en un banco del estado pues sus 
hipotecas podrán ser vendidas a cualquier otra institución financiera privada o personas físicas sin las debidas garantías de ser 
preservado su derecho a la vivienda. Por el contrario, quedará sometido a reglas mercantilistas, especulativas, y cerciorada, 
seguramente, la posibilidad de negociación en caso de afrontar inconvenientes económicos transitorios. 


El artículo 8 es insensato teniendo en cuenta que quien adquiera las carteras de deuda hipotecaria ya tiene asegurada su 
recaudación con el descuento a los sueldos. Por lo tanto, no es necesario dar otras garantías 


El artículo 12 sería de una larga y dura discusión para las Cooperativas de Propietarios. También éstas fueron construidas con 
Personería Jurídica y el BHU ha deslindado sistemáticamente responsabilidad en las construcciones, muchas de ellas horrores con 
riesgo de hipoteca. Por este motivo consideramos que no estamos incluidos en esta disposición. 


Finalmente los artículos 13 y 15, otra "bondad" para la securitización, traerían aparejados inconvenientes legales para la institución 
pues se verían afectados los derechos adquiridos de los deudores. Es, directamente, inconstitucional, como lo ha expresado el 
asesor jurídico de FE.CO. VI, Dr. Alberto Raffo. 


Por los motivos expresados consideramos que el proyecto debe ser rechazado en su conjunto. Como organización estamos 
convencidos que existen otras alternativas y que intentar modificar alguna de las anteriores disposiciones sería enfrentar dos 
filosofías contrapuestas en cuanto al contenido y a la visión estratégica de una política social de vivienda en el país. 


Proponemos que la discusión de reestructura del BHU se haga según la Ley 13.728. En ella está el marco preciso para delimitar los 
instrumentos de la política de vivienda. 


En lo que se refiere al BHU proponemos discutir ampliamente el Proyecto de Ley que adjuntamos, el que nació del aporte de 
muchos involucrados en el tema de la vivienda. 


Sergio Requel Gustavo López 


Presidente Secretario 


Articulado 


Art. 1 - Modifícanse los artículos 1%, 29, 39, 10% y 11 de la ley 17062, de 24 de diciembre de 1998 que quedaran redactados de la 
siguiente forma: 


"Art. 1% .Se consideran deudores del Banco Hipotecario todas las personas físicas y jurídicas que a la fecha de vigencia de la 
presente ley y con posterioridad a la misma mantengan deudas con el organismo referido, originadas en préstamos de vivienda 
(por adquisición, por construcción, por refacción, por ampliación, etc.) 


En los casos en que los deudores sean personas jurídicas, y específicamente cooperativas de vivienda de usuarios, los 
procedimientos de protección de exigencia máxima de cuotas a pagar, de acuerdo a los ingresos líquidos establecidos en este 
artículo, se aplicarán individualmente a sus socios, usuarios de vivienda cooperativa. 


La gestión de amparo a esta protección, deberá ser efectuada por la cooperativa, la que avalará la certeza de la declaración de 
ingresos presentada por el socio, responsabilizándose solidariamente de su veracidad. La rebaja de cuota del socio así establecida, 
se reflejará en la cuota unitaria de la cooperativa. 


Será de aplicación a este caso todo lo establecido en el artículo 1% de la presente ley modificativo del artículo 10 de la Ley N* 
17.062, de 24 de diciembre de 1998. 


Se consideran asimismo comprendidos en la presente ley, los cesionarios de promesas de compraventa de bienes inmuebles 
propiedad del Banco Hipotecario del Uruguay. 


Las cuotas que cobrará el Banco Hipotecario del Uruguay, por concepto de amortización e intereses, de los inmuebles cuyo destino 
sea vivienda propia, única y permanente, se ajustarán a los máximos siguientes: 


En relación con los ingresos mensuales de la totalidad de los integrantes del núcleo familiar: 


Más: de 90 UR cuestas 26 % 
Mayor de 60 UR y menor o igual de 90 UR .......... 24 % 
Mayor de 30 UR y menor o igual de 60 UR........... 22% 
Menor de 30 UR ie ccccncónococionncconacancnencccinranrcesccó nia 20 % 


Los topes establecidos precedentemente regirán para aquellos deudores que hubieren solicitado ampararse al presente régimen, 
desde el momento que acrediten sus ingresos reales, mediante la presentación de la documentación correspondiente 
conjuntamente a declaración jurada realizada ante el Banco Hipotecario del Uruguay. 


Los porcentajes máximos referidos precedentemente se fijarán sobre los ingresos líquidos del núcleo familiar, una vez deducidos el 
montepío y el Impuesto a las Retribuciones Personales, quedando facultado el Banco Hipotecario del Uruguay a exceder los topes 
máximos establecidos, únicamente cuando medie la solicitud expresa del deudor. 


El Banco Hipotecario del Uruguay deberá solicitar a los deudores la acreditación del ingreso y la actualización de la declaración 
jurada referida en el inciso anterior en lapsos no superiores a tres años. 


Art. 2? - Los deudores del Banco Hipotecario del Uruguay que, a la fecha de promulgación de la presente Ley se encuentren con 
más de 3 (tres) meses de atraso en el pago de sus adeudos, podrán regularizar su situación solicitando que sus cuotas impagas 
sean transferidas al final del plazo contratado con el referido Banco, sin multas ni recargos. Presentada que sea la solicitud 
antedicha el Banco Hipotecario del Uruguay deberá acceder sin más trámite a lo peticionado. 


Art. 39 - El Banco Hipotecario del Uruguay, abrirá un registro por un plazo no menor de 180 (ciento ochenta) días a partir de la 
vigencia de la presente Ley, para que se inscriban los deudores de dicha Institución que deseen ser considerados para regularizar 
sus adeudos, en los términos del artículo anterior. 


ART. 10%- Los deudores en cuyos núcleos familiares sobrevinieran los siguientes casos: a) fallecimiento de cualesquiera de los 
integrantes del núcleo familiar cuyos ingresos fueran parte integrante del sustento familiar; b) seguro de paro; c) desempleo; d) 
divorcio y e) causa fortuita o fuerza mayor, podrán acogerse a una modalidad de pago, por la que ,durante el período de un año, 
pagaran al BHU el 50% (cincuenta por ciento) de su cuota implicando la amortización correspondiente a dicho porcentaje. Lo 
adeudado durante esos doce meses deberá hacerse efectivo al final del vencimiento del plazo contractual, sin imposición de multas 
ni recargos. 


Art. 11 — Los deudores tendrán derecho en todo momento a exigir del Banco Hipotecario del Uruguay, la constancia de todos los 
pagos efectuados por concepto de amortización, intereses, recargos y moras. Los valores correspondientes deberán expresarse en 
Unidades Reajustables. El Banco Hipotecario del Uruguay deberá asimismo informar los saldos adeudados para la cancelación 
total, discriminando los diferentes conceptos y tasas de interés que correspondan. Esta información deberá ser entregada por el 
Banco Hipotecario del Uruguay en un plazo no mayor de 30 (treinta) días de solicitada (Art. 42 de la ley 13.728 del 17 de diciembre 
de 1968). 


Los deudores comprendidos en la presente ley tendrán derecho en todo momento, a solicitar la retasación de sus respectivos 
inmuebles. El Banco Hipotecario del Uruguay dispondrá la realización de la misma a pedido del deudor, y sin más trámite en un 
plazo no mayor a los 60 días de solicitada. 


La referida tasación se efectuará inicialmente, a partir del Valor de Tasación según lo establecido en los artículos 23 y 24 de la Ley 
13728, de 17 de diciembre de 1968 y el precio del metro cuadrado de construcción máximo establecido y publicado por el Instituto 
Nacional de Estadística a la fecha de la solicitud de la retasación por parte del deudor, para cada una de las tipologías establecidas 
por dicho Instituto para las viviendas del Banco Hipotecario del Uruguay, o las correspondientes a las de Interés Social (económica 
o mediana) establecidas en el artículo 26 de la Ley N* 13.728. 


Se considerarán especialmente, a efectos de avaluar la depreciación del valor de tasación inicial establecido en el inciso anterior, 
los siguientes elementos, para la determinación parcial del valor final de tasación: 


La constatación de la inexistencia de habilitación municipal definitiva, hecho que deberá documentarse fehacientemente; 
La verificación, en el mismo acto de tasación o de un 

peritaje técnico, o en virtud de peritajes judiciales, 

municipales, preexistentes o en trámite; de la existencia 

de vicios ocultos y o vicios de construcción en la unidad 

de vivienda; 

Cc) La antigúedad de la construcción; 

El estado de conservación de la construcción. 


La tasación será realizada en primera instancia por los servicios del Banco Hipotecario del Uruguay en un plazo máximo de 60 días 
calendario de solicitada. Serán de cargo del Banco los gastos que la misma origine en su totalidad. 


Vencido dicho plazo sin que este haya fijado el valor de tasación, o de no resultar aceptable para el deudor el valor de tasación 
fijado, éste podrá designar un perito a su cargo para efectuarla. 


En caso de resolución expresa y fundada emitida por el Banco Hipotecario del Uruguay rechazando la tasación propuesta por el 
deudor de que se trate , y en defecto de acuerdo de partes, se podrá someter el caso al arbitraje de la Sociedad de Arquitectos del 
Uruguay, procediéndose de acuerdo a las previsiones del Artículo 503 a 507 del Código General del Proceso. 


En un plazo no superior a los 30 días de quedar firme la resolución, o el laudo arbitral en su caso, que fije el valor de tasación final 
en los términos del presente artículo, el Banco Hipotecario del Uruguay procederá primero, a reducir dicha tasación en el porcentaje 
correspondiente al monto del préstamo o a la sumatoria de los préstamos que realmente dicha Institución otorgó en el contrato 
inicial respecto del precio de venta del inmueble, o del valor total del inmueble para luego deducir de ésta última los pagos 
efectuados por el deudor por todo concepto y a cualquier título. 


El saldo resultante se constituirá en la deuda pendiente de pago, con la tasa de interés contratada, que se establecerá en Unidades 
Reajustables de acuerdo a lo establecido en el artículo 41 de la ley 13728, de 17 de diciembre de 1968. El mismo deberá abonarse 
en cuotas mensuales de acuerdo a los preceptos del artículo primero. 


En caso de cancelación anticipada del saldo establecido, se aplicará un 10 % de descuento sobre el saldo deudor y se deberá 
emitir carta de pago total; quedando habilitado el deudor a realizar la cancelación de la hipoteca y la posterior escrituración 
definitiva del bien. 


La nueva tasación del inmueble, el saldo resultante y la deuda pendiente de pago, de que se traten, se instrumentarán en 
documento único, resultando nula de pleno derecho toda cláusula que refiera a disposiciones no contenidas en la presente Ley". 


Art. 2.- El Banco Hipotecario del Uruguay será solidariamente responsable, conjuntamente con los restantes actores intervinientes 
sujetos a la responsabilidad decenal establecida en el Código Civil, por cualquier vicio de construcción o constatados en las 
unidades de vivienda adquiridas, ampliadas, construidas o refaccionadas con financiación de dicha Institución bancaria. 


En un plazo no mayor a los 180 (ciento ochenta) días de constatados en forma fehaciente los vicios de construcción citados en el 
inciso anterior, el Banco Hipotecario del Uruguay deberá dar inicio a las reparaciones que se requieran, a su entero costo y deberá 
dar finalización a las mismas en un plazo no mayor a un año contado desde la fecha de la realización de la pericia técnica de que 
se trate. 


ART. 3%.- El Banco Hipotecario del Uruguay deberá frente a cada pago realizado a cualquier título y concepto y por cualquier 
deudor, extender recibo acreditando dicho pago detallando los conceptos del mismo, montos pendientes de pago y plazo de los 
mismos. Esta información deberá ser entregada por el Banco Hipotecario del Uruguay en un plazo no mayor de 30 días de 
solicitada (Art. 42 de la ley 13728 del 17 de diciembre de 1968). 


ART. 4*.-El precio de venta de las unidades de vivienda, será único e indivisible, debiendo ser determinado en el contrato inicial. 


ART. 9*.-Sólo se podrá hacer entrega por parte del Banco Hipotecario del Uruguay de las unidades de vivienda a cualesquiera de 
los futuros usufructuarios solo si las mismas poseen la habilitación municipal definitiva correspondiente. 


ART. 6*.- El Banco Hipotecario del Uruguay a partir de la vigencia de la presente ley no podrá introducir modificaciones de ningún 
tenor a los Reglamentos de Copropiedad y en las de dominio establecidas originalmente 


ART._7*.- El Banco Hipotecario del Uruguay queda obligado a comunicar por telegrama colacionado al deudor con un atraso de 3 
(tres) cuotas consecutivas, su situación de incumplimiento, a efectos de proceder a solicitar la refinanciación correspondiente con 
un plazo máximo de 30 (treinta) días hábiles. 


Si no se llevare a cabo la solicitud de refinanciación correspondiente por parte del deudor, el Banco Hipotecario del Uruguay le 
comunicará, por el mismo procedimiento antes establecido, dicho incumplimiento, debiendo otorgarle un nuevo plazo máximo de 30 
(treinta) días hábiles para refinanciar lo impago. 


Vencido dicho plazo sin que el deudor no haya regularizado su situación, el Banco podrá dar por rescindido el contrato 
correspondiente, quedando a su vez dicha Institución obligada a arrendarle mensualmente al deudor el inmueble objeto del atraso a 
un valor del ....... % de la tasación que se realizará a dicho efecto en un plazo no mayor de 10 (diez) días hábiles. Regirá para dicha 
tasación las instancias establecidas precedentemente, en la modificación del artículo 11 de la ley N* 17.062, del 24 de diciembre de 
1998, del artículo primero de la presente ley. 


Se incorporara sin multas ni recargos, ni intereses de ningún tipo al valor del arrendamiento mensual el monto de las 5 (cinco) 
cuotas impagas pagaderas en 24 (veinticuatro) mensualidades iguales y consecutivas en que durará el contrato de arrendamiento. 
Asimismo, el deudor transformado en arrendatario tendrá los derechos que establece la ley para optar en primera instancia en la 
opción de compra nuevamente del inmueble en cuestión. 


En el lapso del arrendamiento, el arrendatario deudor podrá cancelar su saldo deudor al contado, con el interés pactado en el 
contrato de compra original. 


ART, 8*.- Los préstamos para construcción, ampliación, refacción o adquisición de viviendas se regirán entre otras, por la Ley N* 
15.100, de 16 de diciembre de 1980 y la Ley N* 13.728 , del 17de diciembre de 1968. 


Modifícase el art. 46 de la Ley 13.728 de 17 de diciembre de 1968 el que quedará redactado de la siguiente manera: 


"Art. 46".-Podrán percibir préstamos para vivienda nueva las personas físicas que no posean ninguna en la localidad cuando 
destinen el préstamo a obtener en propiedad una vivienda para residir en ella con su familia. En ese caso los prestatarios estarán 
obligados a usarla para ese fin y no podrán transferir su propiedad hasta transcurridos diez años, salvo por causa justificada y 
previa autorización del organismo prestamista. 


La violación de aquel compromiso comportará la obligación de cancelar el préstamo sin perjuicio de las multas que la 
reglamentación establezca, que podrán alcanzar para el propietario hasta un 50% (cincuenta por ciento) del saldo del préstamo y 
para el escribano interviniente en la compraventa, hasta dos veces el monto de honorarios a que tuviera derecho según arancel. La 
reglamentación penará especialmente los casos en que existiera ocultación o engaño de los que derive beneficio económico. 


La liquidación de multas que efectúe el organismo prestamista al propietario y escribano autorizante constituirá título ejecutivo y su 
cobro se perseguirá por vía de apremio, sin perjuicio de las facultades previstas en la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del 
Uruguay para proceder extrajudicialmente" 


ART._9%.-Solo se procederá a la ejecución de las obras de los diferentes Programas Arquitectónicos, luego que se hayan 
efectivizado los compromisos de compraventa del 80 (ochenta) % de las unidades de vivienda de cada Programa. 


Art. 10% — El Banco Hipotecario del Uruguay no podrá otorgar inmuebles en régimen de comodato a ningún título. Los comodatos ya 
otorgados a Instituciones sin fines de lucro y a personas físicas o jurídicas, caducarán a los 90 (noventa) días de la vigencia de la 
presente ley. 


Art_11 — El Banco Hipotecario del Uruguay no contratará la construcción de inmuebles, ni realizará las recepciones definitivas de 
obras cuyos costos superen los precios máximos por metro cuadrado establecidos por el Instituto Nacional de Estadística para las 
distintas tipologías de viviendas del Banco o las correspondientes a las de Interés Social (económica o mediana) establecidas en el 
artículo 26 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968 y según los criterios establecidos en los artículos 23 y 24 de la misma 
Ley Nro. 13728. 


Las unidades de vivienda en disponibilidad del Banco Hipotecario del Uruguay se publicarán internamente en cada sucursal, 
constando en forma detallada, el precio contado de cada unidad, las cuales no superarán los precios establecidos en el inciso 
precedente, y las diferentes financiaciones posibles en relación a plazos y valores de las cuotas. 


Para el caso de reciclajes, los precios por metro cuadrado no podrán superar en ningún caso el 70 % (setenta por ciento) de lo 
establecido en el inciso primero de este artículo. 


Art. 12 — El Banco Hipotecario del Uruguay no podrá contratar a terceros la realización de ningún tipo de propaganda o publicidad, 
ni interna, ni externa. Sólo podrá exponer sus lineamientos y ofertas de inmuebles en forma directa e interna dentro del recinto de 
todas las sucursales del país. 


El Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay deberá rescindir todos los contratos de publicidad celebrados a la fecha de 
promulgación de la presente ley. Exceptuase de los preceptos de esta norma aquellos casos en los que el Directorio del Organismo 
demuestre, por resolución fundada, que el costo total de rescisión de los prerreferidos contratos sean mayores que el costo 
derivado de la ejecución y cumplimiento integral de los mismos. 


Art. 13 — El Banco Hipotecario no podrá realizar inversiones de ninguna especie, aún dentro de los giros que le competen, hasta 
tanto sean enajenadas las viviendas ociosas, con remanente en disponibilidad máximo del uno por mil del déficit habitacional 
establecido en el Plan Quinquenal de Vivienda vigente por el MVOTMA para el departamento de Montevideo e igual porcentaje 
para el Interior. 


Art_14 — El Banco Hipotecario del Uruguay no podrá realizar donaciones por ningún motivo. 


Art 15 — El Banco Hipotecario del Uruguay en el término de ....... , realizará el saneamiento de los inmuebles a los efectos de 
proceder a las escrituraciones correspondientes de todos los deudores que han cancelado sus deudas. 


Art. 17 — Créase una tarjeta de crédito del Banco Hipotecario del Uruguay para la adquisición de bienes y servicios, la que será 
otorgada a los deudores y ahorristas que la soliciten. 


Art. 18 — A los funcionarios técnicos profesionales y semitécnicos que no ejerzan sus funciones técnicas inherentes a su cargo y 
especialidad, deberán asignárseles por parte del Banco Hipotecario del Uruguay, tareas y destinos adecuados a su profesionalidad. 
En todo caso deberá respetarse las reglas del ascenso y del concurso. 


Los funcionarios mencionados en el inciso precedente no podrán desempeñarse paralelamente con empresas que contraten con el 
Banco Hipotecario del Uruguay ya sea en forma permanente, esporádica o periódica. Así mismo los funcionarios referidos 
realizarán declaración jurada a tal efecto en forma anual por cada período transcurrido. 


La conjunción de interés del funcionario con doble relación funcional constatada por el Banco Hipotecario del Uruguay, según lo 
dispuesto en el inciso anterior, habilitará a éste a aplicar las máximas sanciones establecidas para con el funcionario que viole lo 
establecido en el presente artículo. 


Todas las empresas que suministren bienes o servicios de cualquier índole al Banco Hipotecario del Uruguay, deberán entregar la 
planilla de trabajo de los meses correspondientes a los respectivos suministros a los efectos establecidos en el inciso anterior 


Art. 19 — Serán de cargo, en su totalidad del Banco Hipotecario del Uruguay, los gastos comunes ya generados y los que se 
generaren en todos los Complejos Habitacionales, de las unidades que hayan sido otorgadas en comodato ó a cualquier titulo 
expresa o tácita, cuando dichos ocupantes no hubieren o no se hagan cargo. 


ART. 20 - El Banco Hipotecario del Uruguay deberá, a partir de la vigencia de la presente ley, reducir sus gastos operativos. 


Dicha reducción no podrá afectar, en ningún caso, las remuneraciones y la cantidad de cargos de los funcionarios de la Institución, 
excepción hecha de los cargos de confianza y las contrataciones realizadas al amparo de las modalidades de arrendamiento de 
obras y arrendamiento de servicios. 


ART. 21 - Los preceptos de la presente ley sólo resultarán aplicables a los deudores que a la fecha de promulgación de ésta se 
encuentren comprendidos en las categorías de viviendas de Interés Social, económica o media, según lo establece el artículo 26 de 
la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, correspondiente a las categorías administrativas de viviendas l, Il y 1Il del Banco 
Hipotecario del Uruguay. 


Art. 22 — El Banco Hipotecario del Uruguay destinará una oficina de información, asesoramiento y asistencia permanente a los 
deudores. Los servicios del Banco están obligados a dar, frente a la solicitud pertinente, toda la información necesaria y suficiente a 
los deudores, en documentación escrita exclusivamente. 


Art 23 — El Banco Hipotecario del Uruguay tomará en cuenta los importes pagados única y exclusivamente desde la fecha del 
primer contrato suscrito que dio origen al gravamen o al precio de la vivienda. No serán consideradas las fechas de los casos en 
que se haya novado por sustitución del deudor, de cesiones de derechos realizadas por promitentes compradores, 
refinanciaciones, extensiones de plazo, reestructuras de deudas, etc. 


Art. 24 — La distancia máxima entre la ubicación del bien en garantía de las operaciones y el lugar de generación de los ingresos 
del deudor, no será superior a los 50 kilómetros. 


Art. 25 . Declárase que la tasa máxima pasible de ser impuesta por el Banco Hipotecario del Uruguay por concepto de interés 
moratorio, es la establecida en el artículo 7% de la Ley Nro. 14.095, de 17 de noviembre de 1972 en su inciso final, en la redacción 
dada por el artículo 3ero del Decreto Ley Nro. 14.887, de 27 de abril de 1979. 


ART._26 Declárase la nulidad de todos los reajustes diferidos establecidos o a establecerse unilateralmente por resoluciones 
administrativas del Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay sin previa ley habilitante, generando los llamados colgamentos, no 
ajustándose a lo previsto en los contratos otorgados a los deudores, ni a lo fijado por la Ley Nro. 13728, de 17 de diciembre de 
1968, en los artículos 35, 38 y 39 entre otros, reconocido en resolución del Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay de fecha 7 
de febrero de 1991, Acta Nro. 13128. 


ART. 27 Declárase la nulidad de los préstamos hipotecarios otorgados a sus ahorristas por todo concepto dispuestos por el Banco 
Hipotecario del Uruguay en dólares de los Estados Unidos de Norteamérica. 


Solo se podrá realizar la indexacción de los préstamos hipotecarios para los ahorristas en Unidades Reajustables como lo 
establece la Ley Nro. 13.728, de 17 de diciembre de 1968. 


ART. 28 La indexación en dólares de los Estados Unidos de Norteamérica podrá ser solamente aplicada en préstamos hipotecarios 
para no ahorristas y dentro de lo previsto en la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay. 


linea del nie de nádina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


